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1. ASUNTO A DECIDIR
Le corresponde a esta Sala decidir la acción de tutela presentada por el abogado Felipe Márquez Hincapié, apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera en contra del juzgado 4º Penal del Circuito, de esta ciudad, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales a la dignidad humana, subsistencia en condiciones dignas, salud y mínimo vital.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. El apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera informó que su poderdante presentó denuncia por los presuntos delitos de estafa y abuso de confianza en contra de los  señores José Fernando Alzate González y Jairo Valencia Rendón, la que le correspondió a la Fiscalía 7 Unidad de Patrimonio Económico y quedó bajo el radicado No.6640060000442001600572.

El origen de la denuncia se dio por cuanto entre la señora Restrepo Herrera y el señor Álzate González se celebró  el 8 de agosto de 2008 un contrato de compraventa de un bien inmueble ubicado en el edificio San Simón en el apartamento 306 ubicado en el bloque 2, inicialmente por valor de $116.647.000 y  posteriormente, el 6 de octubre de 2010 firmaron un contrato complementario “otro sí” por $46.540.000, modificando el bien inmueble al  apartamento 304 ubicado en el mismo conjunto residencial en la torre 1 del edificio San Simón. 
Aseguró que en el registro inmobiliario o certificado de tradición del último bien inmueble, existe una anotación del 27 de octubre de 2010 en el que el señor Álzate González vendió ese inmueble al señor Jairo Valencia Rendón mediante escritura pública No.2658 del 30 de septiembre de 2010 de la Notaría Segunda del Circulo de Pereira, registrada el 27 de octubre del mismo año  lo que consideró una maniobra engañosa por parte del señor José Fernando Álzate González, que demostraba que vendió los inmuebles a su poderdante sin ser su  propietario. Sin embargo, la señora Restrepo Herrera fue convencida para que ocupara los bienes adquiridos y que continuara pagando el valor para luego hacer las escrituras a su nombre, a lo cual accedió sin problema alguno, ya que esto le daba confianza sobre el contrato celebrado. 

Señaló que luego de que la accionante entró a poseer los bienes inmuebles dados en compraventa por el señor Alzate González, empezó a recibir “visitas” a nombre de varios juzgados civiles de esta ciudad al parecer por “diligencias de secuestro” por deudas contraídas por el señor Alzate González, lo que la llevó a consultar el estado jurídico de los inmuebles dados en venta, averiguando que el señor Alzate González se encontraba demandado por varias obligaciones y que los bienes dados en promesa de venta se encontraban embargados para garantizar el pago.  Ante esta situación, la actora le reclamó al señor Alzate González, pero este le explicó que una vez ella cancelara el valor total de los inmuebles aludidos, él pagaría sus deudas y realizaría el proceso de escrituración de los bienes.

Aclaró que el señor José Fernando Alzate González y  el señor Jairo Valencia Rendón, nuevo propietario de los bienes dados en promesa de venta, visitaron a la señora Restrepo Herrera para darle un parte de tranquilidad sobre los movimientos que habían realizado con los predios y para instarla a que continuara con los pagos de las cuotas mensuales pactadas.  Además, le dijeron que dichos movimientos solo se hacían en razón de las innumerables deudas del señor Alzate González por las que estaba demandado y para reiterarle que una vez la accionante pagara el precio acordado, el señor Valencia Rendón respetaría el contrato de compraventa firmado y realizaría el traspaso de los bienes inmuebles dados en promesa de compraventa a la actora.  Por lo tanto, la señora Restrepo Herrera continuó cumpliendo con los pagos programados para la compra de esos bienes.
Afirmó que cuando ya casi finalizaban los pagos programados, la accionante recurrió a los señores José Fernando Álzate González y Jairo Valencia Rendón para iniciar la escrituración de los bienes inmuebles, encontrando que existía un proceso de “entrega del tradente al adquirente” ante el Juzgado 3º Civil del Circuito de Pereira,  radicado bajo el No.66001310300320 promovido por el señor Valencia Rendón, para que mediante orden judicial se ordenara la entrega de los bienes inmuebles, desconociendo tanto la posesión pacífica que venía ejerciendo sobre los mismos la señora Restrepo Herrera, como el pacto que habían realizado estas tres personas en el sentido de que una vez la accionante terminara de pagar el precio acordado, el mismo Valencia Rendón entregaría de manera formal los bienes inmuebles. La actora no fue informada sobre dicho proceso civil, el cual culminó con una sentencia en la que se ordenó al señor José Fernando Alzate González la entrega de los bienes inmuebles Jairo Valencia Rendón, sin que se hubiera recurrido tal decisión.  Por lo tanto, el juzgado ordenó el desalojo de los bienes inmuebles que posee la señora Restrepo Herrera. 

Así las cosas, su mandante formuló denuncia en contra de los señores Valencia Rendón y Alzate González por los delitos de estafa y abuso de confianza, la cual quedó asignada a la Fiscalía 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico, bajo el radicado No.66400600064201600572.

Por lo anterior, se solicitó ante el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías que se ordenara la salida del comercio de los bienes inmuebles antes relacionados, de conformidad con la figura contenida en el artículo 101 del Código de Procedimiento Penal, así como la suspensión de la aplicación de la sentencia proferida por el Juzgado 3º Civil del Circuito de Pereira hasta tanto la Fiscalía avanzara con la investigación, petición que fue favorable a la señora Restrepo Herrera en primera instancia, la cual fue  apelada por los denunciados y revocada por el  Juzgado 4º Penal del Circuito con fundamento en que no halló causa ilícita en las negociaciones antes referidas.  

En tal sentido, la señora Alfaima Restrepo Herrera inició un proceso ordinario en contra del señor Jairo Valencia Rendón que le correspondió al Juzgado 4º Civil Municipal, bajo el radicado No.66001400300420170043900 con el objeto de que le fuera reconocida la posesión pacífica que ha  ejercido sobre los bienes inmuebles objeto de debate.
Así las cosas, el apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera considera que el Juzgado 4º Penal del Circuito desconoció los derechos fundamentales de su representada a la vivienda digna y al debido proceso, al negar la aplicación de la medida cautelar sobre los bienes que posee su mandante, máxime que en el transcurso de los trámites se ha expuesto que la señora Alfaima Restrepo Herrera vive con su madre, señora Ilduara Herrera persona de la tercera edad, con múltiples quebrantos de salud que ha desmejorado por el engaño y abuso que ha sufrido su hija por parte de los denunciados.  Por lo tanto, considera que en este caso específico están dados los presupuestos jurisprudenciales relacionados en la Sentencia SU-394 de 2016 con respecto a la procedencia de la acción de tutela en contra de decisiones judiciales para salvaguardar las garantías constitucionales de su mandante y evitar un perjuicio irremediable con el desalojo de los bienes inmuebles que la actora había adquirido.
En el acápite de pretensiones, solicitó: i) amparar los derechos fundamentales a la dignidad humana, subsistencia en condiciones dignas, salud, mínimo vital y demás derechos vulnerados por la no aceptación de la aplicación de la medida cautelar solicitada ante el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías y que fuera revocada por el Juzgado 4º Penal del Circuito y ii) ordenar la aplicación de la medida cautelar (provisional) prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Penal y oficiar a la Oficina de Instrumentos Públicos de Pereira para que inscriba ese gravamen en los folio de las matrículas inmobiliarias Nos. 290-174005 y 290-174072, la que se solicita de manera temporal, hasta tanto los procesos iniciados arrojen los resultados del caso.

Se tuvieron como pruebas las aportadas, visibles a folios 7 al 14.

3. ACTUACIÓN PROCESAL 

3.1. Mediante auto del 23 de mayo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente demanda de tutela.  Se ordenó correr traslado de la misma al despacho accionado, se ordenó vincular a los señores José Fernando Alzate y Jairo Valencia Rendón, al Juzgado 3º penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira, a la Fiscalía 7ª Seccional de Pereira de la Unidad de Patrimonio de esta ciudad.  Así mismo,  se accedió a la solicitud de pruebas del abogado de la accionante en el sentido de ordenar a la Fiscalía 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico que indicara en qué etapa se encuentra el proceso con radicado 6640060000642004600572, al Juzgado 4º Civil Municipal de esta ciudad para que certificara en qué etapa se encuentra el proceso Nº 66001430042201743900 y al Centro de Servicios Judiciales de Pereira para que allegara las copias de los registros de las audiencias dentro de la investigación aludida (Fl. 17).  

3.2. Se recibió del Centro de Servicios Judiciales del S.P.A. un DVD con la audiencia preliminar de solicitud de suspensión del poder dispositivo llevada a cabo ante el Juzgado 3º Penal Municipal con funciones de control de garantías y la del Juzgado 4º Penal del Circuito dentro del caso penal radicado al No.66440060000642016000572, donde aparece como víctima la señora Alfaima Restrepo Herrera (Fl. 23).
3.3. El Secretario del Juzgado 4º Civil Municipal de esta ciudad certificó que el proceso verbal radicado bajo el No.2017-00439 fue presentado por la señora Alfaima Restrepo Herrera en contra del señor Silvio Márquez Flórez el 5 de mayo de 2017 y retirado por el apoderado de la demandante el 5 de mayo de 2017, el cual se encuentra archivado (Fl. 28)  
4. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA

4.1. JUZGADO 3º PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA

Su titular informó que el día 20 de mayo de 2017  realizó la audiencia preliminar de suspensión del poder dispositivo, dentro de la investigación que se adelanta en contra del señor José Fernando Alzate.  En dicha diligencia se resolvió ordenar la suspensión provisional de la ejecución de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad el 4 de octubre de 2016, bajo el radicado 66001303003-2015-00322 donde figura como demandante el señor Jairo Valencia y demandado el señor José Fernando Alzate, y como consecuencia de ello, se ordenó la suspensión del poder dispositivo que se tiene sobre el bien inmueble ubicado en la calle 25 No.19B-21 del conjunto residencial San Simón Torre 1 apartamento 304 de la ciudad de Pereira, identificado con la matrícula No.290-174055  con el fin de que cesaran los perjuicios causados a la posible víctima, señora Alfaima Restrepo Herrera. 

Mencionó que la decisión fue notificada en estrados y contra ella se interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. El despacho no repuso la decisión por lo que una vez sustentada la alzada, se concedió el recurso ante el superior, esto es, el Juez Penal del Circuito (reparto) y que no han obtenido copia de la decisión  de segunda instancia (Fl. 31).

4.2. JUZGADO 4º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA
Con respecto al hecho vigésimoprimero de la demanda de tutela donde se refiere a que esa instancia desconoció los derechos de la víctima, dejándola en estado de desprotección y ante un peligro inminente dado la vulneración de derechos fundamentales, expuso que la decisión fue debidamente sustentada como puede apreciarse en el registro de audio pertinente.   Así mismo, aclaró que esa determinación se fundó en el material probatorio existente en el expediente, por lo que la respuesta a lo pretendido por la actora, se contrae a los argumentos expuestos al momento de resolver la alzada (Fl. 33). 

4.3. La Fiscalía 7ª Seccional no se pronunció frente a la acción de tutela.  

4.4. El señor José Fernando Alzate González, quien fue el único que se pudo ubicar telefónicamente, tal como se desprende de la constancia del citador de esta Sala (folio 34), tampoco se refirió a la presente demanda de tutela.

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 
Así mismo, se observa que se cumplen con los presupuestos legales y constitucionales que configuran la legitimación por parte activa y por parte pasiva, esta última teniendo en cuenta que uno de los despachos accionados es el Juzgado 4º  Penal del Circuito de Pereira, lo cual le da la competencia a este Tribunal para conocer de la demanda.
5.2. Problema jurídico 

5.2.1. Corresponde a esta Sala determinar si la autoridad judicial accionada y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el abogado de la señora Alfaima Restrepo Herrera; de manera tal, que amerite la intervención del juez constitucional.

5.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  
5.4.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: “…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

5.5. El asunto objeto de estudio, se funda en la inconformidad presentada por la accionante frente a la determinación tomada el 18 de abril de 2017 por la Jueza 4ª Penal del Circuito de Pereira por medio de la cual revocó la decisión proferida por la Jueza 3ª Penal Municipal con función de Control de Garantías del 20 de febrero de 2017 que había ordenado la suspensión provisional de la ejecución de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad el 4 de octubre de 2016, bajo el radicado 66001303003-2015-00322 donde figura como demandante el señor Jairo Valencia y demandado el señor José Fernando Alzate, y como consecuencia de ello, ordenó la suspensión del poder dispositivo sobre el inmueble ubicado en la calle 25 No.19B-21 del conjunto residencial San Simón Torre 1 apartamento 304 de la ciudad de Pereira, identificado con la matrícula No.290-174055  con el fin de que cesaran los perjuicios causados a la posible víctima, señora Alfaima Restrepo Herrera.  

En ese sentido, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar decisiones judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

5.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01).  

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)”

5.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó, la Corte Constitucional se refirió al mismo, de la siguiente manera: (ver Sentencia T-081 de 2009):

 
“(…) El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”[13]
Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
(…) Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
5.5.3. Sobre la procedencia excepcional de la tutela, la  Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
5.6.  DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. En el presente asunto, la señora Alfaima Restrepo Herrera acude al juez constitucional, en calidad de víctima dentro de la causa radicada al No.6640060000642001600572 por los delitos de estafa y abuso de confianza seguido en contra del señor José Fernando Alzate, con el fin de que se restablezcan  sus derechos fundamentales a la dignidad humana, subsistencia en condiciones dignas, salud, mínimo vital, en el entendido de que se dé aplicación, de manera temporal, a lo dispuesto en el artículo 101 del C.P.P. y en tal sentido, de que se oficie a la Oficina de Instrumentos Públicos de esta ciudad para que se inscriba la medida cautelar de suspensión del poder dispositivo sobre los bienes inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias No.290-174055 y 290-14072.
5.6.2. Revisados los registros de las audiencias preliminares llevadas a cabo en primera y segunda instancias, se tiene que el 20 de febrero de 2017 ante la Jueza 3ª Penal Municipal con función de Control de Garantías comparecieron la Fiscal 7ª Seccional, los señores Alfaima Restrepo Herrera, en calidad de víctima junto con su apoderado, Jairo Valencia Rendón, en calidad de tercero afectado, con su apoderado y el denunciado, señor José Fernando Alzate González, con su defensor.  De dicha diligencia se extraen las siguientes intervenciones relevantes de las partes:

· El apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera expuso que entre su mandante y el señor José Fernando Alzate González se había firmado una promesa de compraventa en el mes de octubre del año 2008, en la cual el señor Alzate Fernández se comprometió a entregarle a la misma el apartamento 306 de la torre 2 y su parqueadero ubicados en el conjunto residencial San Simón de esta ciudad, por lo que la señora Restrepo Herrera comenzó a cancelar el valor de dichos inmuebles.  Sin embargo, como la  construcción de esa torre 2 estaba estancada, el señor Alzate González le ofreció a la accionante a cambio del apartamento antes descrito, la venta del apartamento 304 de la torre 1 y su parqueadero ubicados en el  mismo conjunto residencial, el cual era también de su propiedad, que estaba listo para que la señora Restrepo Herrera lo ocupara inmediatamente.  De tal manera, que se firmó la promesa de compraventa y en un “otro sí” el 6 de octubre de 2010 se modificó la citada promesa en la que quedó estipulado que una vez la señora Restrepo Herrera finiquitara el pago del inmueble, se le haría la escritura respectiva. En el transcurso de ese negocio,  el señor José Fernando Alzate González y el señor Jairo Valencia Rendón acordaron con la señora Restrepo Herrera que para el pago del apartamento, esta debía seguir cancelando un crédito en Bancolombia y culminada la deuda, otorgarían la escritura de dicho apartamento junto con su parqueadero.  Señaló que en el certificado de tradición del apartamento 304 de la torre 1 aparece una anotación en la que se advierte que el 27 de octubre de 2010  este inmueble fue vendido por parte del  señor Alzate González al señor Valencia Rendón, y por problemas entre ambos, este último demandó al señor Alzate González en un proceso de “entrega del tradente al adquirente”, el cual le correspondió al Juzgado 3º Civil del Circuito de esta ciudad donde se profirió sentencia ordenando la entrega del bien referido al señor Jairo Valencia Rendón, la cual no fue apelada por el señor José Fernando Alzate González, quedando ejecutoriada y por lo tanto, se dispuso el desalojo de la señora Alfaima Restrepo Herrera, pese a que la misma tenía posesión pacífica del apartamento 304 por más de cinco años. De tal manera, que en aplicación al artículo 101 del C.P.P. solicitó que se suspendiera de manera provisional la decisión tomada por el Juzgado 3º Civil del Circuito hasta que la FGN lleve a cabo la investigación respectiva.
· La Fiscal 7ª Seccional  señaló que los hechos corresponden a los indicados por su antecesor.  Aclaró que la denuncia por el delito de estafa estaba en la etapa de indagación y que existía una orden a la policía judicial, sin que hasta el momento se tuviera respuesta al respecto; por lo tanto, indicó que la medida cautelar solicitada debía decretarse en favor de los derechos de la víctima para que las cosas volvieran al estado en que se encontraban con base en lo dispuesto en el artículo 22 del C.P.P. y en tal sentido, procedía la suspensión del poder dispositivo del bien inmueble aludido, de acuerdo al artículo 101 del C.P.P.
· El apoderado del señor Jairo Valencia Rendón se opuso a esa solicitud manifestando que su mandante  era el propietario del bien del cual se solicitó la medida y no el indiciado, fuera de ser un tercero afectado y víctima de los negocios del señor Alzate González.  Explicó que el juez natural, o sea el Juez 3º Civil del Circuito ya había resuelto lo pertinente sobre el bien inmueble aludido, dentro del proceso de entrega del  tradente al adquirente radicado al No.2015-322, en el que se dictó fallo el 4 de octubre de 2016, ordenando al señor Alzate González la entrega de los inmuebles ubicados en la calle 25 No.19B-21 apartamento 304 y su parqueadero 1-1, decisión que estaba ejecutoriada. Dijo que como el señor Alzate González incumplió con lo ordenado, el despacho libró orden de desalojo para la Inspección 11 en cuya diligencia no hubo oposición de la señora Restrepo Herrera, quien luego firmó un contrato de arrendamiento con el señor Jairo Valencia Rendón.  Afirmó que el 30 de septiembre de 2010 el señor Jairo Valencia adquirió por escritura pública el bien inmueble con el cual se hizo la promesa de compraventa con el “otro si” y se gravó con hipoteca, lo que significa que ese contrato fue anterior al suscrito entre la señora Restrepo Herrera y el señor Alzate González.
· El defensor del señor José Fernando Alzate González manifestó que no se oponía al pedimento del apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera y solicitó que se escuchara a su representado por ser la persona que tenía mejor conocimiento de los hechos, a lo cual accedió el despacho.  El señor Alzate González mencionó el compromiso que había hecho con la señora Alfaima Restrepo Herrera  para la compra inicial del apartamento de la torre 2, el cual fue cambiado por uno que ya estaba terminado en la torre 1, indicando el valor y la forma de pago del mismo.  Puso en conocimiento que ayudó a la señora Restrepo Herrera a conseguir un crédito bancario para poder cancelar la deuda del inmueble mencionado por la misma y así fue como el señor Valencia Rendón quien era su amigo, se ofreció a que el banco le prestara el dinero para que el señor Alzate González pudiera gestionar los gastos de  la constructora para dos apartamentos, entre ellos el del apartamento 304 y acordaron entre los tres, que la señora Restrepo Herrera se quedara con el apartamento y que  ella continuaría pagando las cuotas del banco, lo cual no cumplió en su integridad.  Así mismo, hizo mención de otros negocios que tuvo con el señor Valencia Rendón.
· Escuchadas las intervenciones de las partes, la Jueza 3ª Penal Municipal con Función de control de Garantías señaló que con base en lo indicado por la Corte Constitucional en  la Sentencia C-060 de 2008 y lo dispuesto en el artículo 22 del C.P.P  en concordancia con el artículo 101 ibídem, le estaba permitido restablecer los derechos de las víctimas lo que era una garantía intemporal contenida en la C.N. y consideró que la señora Alfaima Restrepo Herrera era la persona más afectada con la conducta denunciada.  Por lo tanto, decidió suspender  provisionalmente la decisión del Juzgado 3º Civil del Circuito de ordenar el lanzamiento de la señora Restrepo Herrera de los bienes a raíz de la demanda que allí cursó en el proceso de “entrega del inmueble del tradente al adquirente” y en tal sentido, ordenó la suspensión del poder dispositivo del bien sujeto a registro del  inmueble ubicado en el conjunto residencial San Simón en la torre 1 piso 3, con su respectivo parqueadero y que está identificado con la matrícula inmobiliaria No.290-174055.  Agregó que esa decisión sería comunicada a la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos.
· El apoderado del señor Jair Valencia Rendón interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, quien señaló que la orden del Juzgado 3º Civil del Circuito no sólo estaba ejecutoriada sino que ya había sido ejecutada.  Insistió que su  mandante, señor Jairo Valencia Rendón era tercero afectado y que la señora Alfaima Restrepo Herrera estaba ocupando el bien aludido en calidad de arrendataria.   
· El Juzgado no repuso la decisión y ordenó el envío de las diligencias para que se surtiera el trámite de 2ª instancia.

5.6.3.  Se escuchó el registro de la audiencia de segunda instancia llevada a cabo en el Juzgado 4º Penal del Circuito el 18 de abril de 2017, a  la cual asistieron la Fiscal 7ª Seccional de Pereira, el apoderado de la señora Alfaima Restrepo Herrera, el señor José Fernando Alzate González y su defensor y la apoderada del señor Jairo Valencia  Rendón.  La actuación adelantada se sintetizó, así: 
La titular de ese Despacho hizo un recuento de lo acontecido en la audiencia de primer grado e indicó que si bien el artículo 101 del C.P.P. tiene como fin proteger los derechos de las víctimas en aquellos eventos en que existan bienes sujetos a registro cuya propiedad haya sido obtenida fraudulentamente, ello significa que existe la posibilidad de suspender definitivamente la facultad de disposición de bienes en cabeza del presunto victimario, de tal modo, que la supuesta  víctima pueda ser reparada de forma integral. 
Señaló que el inciso 1º del artículo 101 plantea una hipótesis diferente a la del inciso 2º de la misma norma, toda vez que éste se aplica cuando existen dudas razonables sobre el carácter fraudulento de los títulos de propiedad de los bienes sometidos a registro y  además de eso se debe tener acreditada  la calidad de víctima.  Es por eso que la norma permite solo la suspensión del poder dispositivo, con el fin de no afectar desproporcionadamente los derechos del presunto victimario o de terceros, aunque la medida procede en tanto existan dudas razonables sobre el origen del bien, ya que supone menores cargas o restricciones del derecho a la propiedad. 
Consideró que no había motivos fundados para creer que el título que asigna la propiedad en cabeza de persona diferente de la denunciante fuera espurio, ya que en  la incipiente investigación sólo se contaba con la denuncia  y la documentación anexa a la misma, de modo que había incertidumbre sobre esa condición.  Además, no estaba dilucidado más allá de cualquier duda que el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria 290-174055 fue obtenido de manera fraudulenta por quien ahora lo tiene a su favor, como lo exige la norma en cita para que proceda la medida jurídica de suspender el derecho de domino de los bienes.
La funcionaria de segunda instancia concluyó lo siguiente: 

“De los hechos descritos anteriormente se infiere el probable engaño del que fue víctima la señora Alfaima Restrepo, a quien se le prometió la venta del apartamento 304 torre 1 de la Unidad Residencial San Simón, pues mientras ella cumplía con lo pactado se surtió otro contrato de compraventa.  Pero esto no indica que el inmueble hubiere sido adquirido por el señor Jairo Valencia de manera fraudulenta, como lo exige la norma en cita para la procedencia de la medida jurídica adoptada por la primera instancia.  Aquí cuando él hizo la negociación, quien fungía como propietario inscrito del bien, fue José Fernando Alzate, persona esta que se lo vendió, de modo que no se advierten tácticas espurias o ilegítimas por parte del adquirente; se utilizaron por él los instrumentos legales para perfeccionar la compraventa, es decir una escritura pública a modo de adquisición y ella se registró en la oficina de instrumentos públicos con lo cual la persona es considerada dueña. 
Tan difícil dilucidar que en el negocio jurídico hubo fraude por parte de quien lo posee o adquirió, que la misma justicia civil declaró la entrega del bien al comprador señor Jairo Valencia, de lo cual queda constancia en el acta de entrega del apartamento 304, torre 1 de la unidad residencial San Simón de esta ciudad que se hizo el 27 de diciembre de 2016 con una inspección de policía, precisamente en cumplimiento de la sentencia emitida por el Juzgado 3º Civil del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso verbal de entrega del tradente al adquirente, con radicación 2015-00322. Con los elementos de conocimiento que obran en la carpeta de la Fiscalía y lo que ha aportado el apoderado de la denunciante, no es posible demostrar acción fraudulenta en el contrato suscrito entre José Fernando Alzate y Jairo Valencia, diferente de cómo se anotó, que esa promesa de compraventa al parecer no se respetó por el indiciado, puede resultar una acción ilícita en contra de este, que es la que está investigando la Fiscalía, más no en contra del señor Jairo Valencia que la adquirió, al parecer  de buena fe. No existían entonces los motivos fundados para ordenar la suspensión del poder dispositivo del bien identificado con matrícula inmobiliaria 290-174055 como fue decidido por la Juez 3º Penal Municipal con función de control de Garantías de esta ciudad, menos aún para que se ordenara la suspensión de la ejecución de la sentencia dictada por el juzgado 3º Civil del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso 2015-0322 por las razones que se han acotado.  Esta es una sentencia que está en firme, puesto que ya se ejecutó al haberse entregado a Jairo Valencia el apartamento sin que en ese momento se presentara oposición alguna.  Esa actuación se encuentra debidamente archivada como lo precisa el recurrente, quien reitera que no es posible suspender una ejecución cuando ya ha sido ejecutada y archivada.  Son estas las consideraciones que llevan a este despacho a revocar la decisión tomada por Juzgado 3º Penal Municipal con función de Control de Garantías el día 20 de febrero de 2017, mediante la cual ordenó la suspensión provisional de la ejecución de la sentencia a la cual se ha hecho alusión y la suspensión del poder dispositivo del bien inmueble ubicado en la calle 25 Nº 19B-21, conjunto residencial San Simón, Torre 1, apartamento 304, de Pereira, identificado con Matricula Inmobiliaria 29010174055 bloque 1.” 

5.6.4.  De conformidad con lo decidido por la Juez 4ª Penal del Circuito de esta ciudad, se debe tener en cuenta que la Ley 904 de 2006 en el artículo 101 señala lo correspondiente a la suspensión y cancelación de registros obtenidos fraudulentamente y en tal sentido, dispone que:   “en cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente
En la sentencia condenatoria se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida.
 
Lo dispuesto en este artículo también se aplicará respecto de los títulos valores sujetos a esta formalidad y obtenidos fraudulentamente.
 
Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas derivadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante otras autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancelación para que se tomen las medidas correspondientes.” (Subrayas fuera del texto original)
El texto subrayado fue exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-060 de 2008 en el entendido de que la cancelación de los títulos y registros respectivos también se hará en cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal.
5.6.5. De acuerdo con la norma antes transcrita y conforme a lo solicitado por el apoderado de la señora Restrepo Herrera, existe vasta jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que se ha reiterado sobre los derechos y la participación de la víctima en el sistema acusatorio.  En ese sentido, en la Sentencia C-839 de 2013, ese Tribunal señaló lo siguiente:

“La posibilidad de que la víctima solicite la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente en nada afecta la estructura o los principios del sistema penal acusatorio por los siguientes motivos: (i) Desde el punto de vista procesal, la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente es una medida exclusivamente patrimonial que no tiene una incidencia necesaria sobre la determinación de la responsabilidad penal, a tal punto que puede ordenarse pese a que no exista sentencia condenatoria. (ii) Desde un punto de vista sistemático, el otorgamiento de facultades a la víctima para solicitar la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente, no implica una modificación de la estructura o el funcionamiento del sistema acusatorio, pues el Código de Procedimiento Penal permite actualmente que otras medidas cautelares o patrimoniales como el embargo o el secuestro sean solicitadas por las víctimas. (iii) Finalmente, otorgar a la víctima esta facultad tampoco afecta el principio de igualdad de armas ni representa un desequilibrio para las partes, el cual exige que los actores sean contendores que se enfrentan ante un juez imparcial en un debate al que ambos deben entrar con las mismas herramientas de ataque y protección.” (Subrayas propias)
Significa entonces, que  a la señora Restrepo Herrera le asistía el derecho a acudir ante un juez de control de garantías con el fin de que le fueran restablecidos sus derechos y en tal virtud, se le dio la oportunidad de solicitar una medida cautelar para que se suspendiera el poder dispositivo del  apartamento 304 ubicado en la torre 1 del conjunto residencial San Simón de esta ciudad, identificado con la matrícula inmobiliaria 290-174055 el que como quedó dilucidado en la audiencia preliminar, era ocupado por la accionante de manera pacífica desde hace más de cinco años.  
5.6.6. Sin embargo, esta Colegiatura no advierte que la decisión de la Jueza 4ª Penal del Circuito mediante la cual revocó lo resuelto por la Jueza 3ª Penal Municipal con Función de control de Garantías, constituya una actuación arbitraria o caprichosa que constituya una vía de hecho, toda vez que el inmueble antes descrito fue vendido por el señor José Fernando Alzate González al señor Jairo Valencia Rendón, con anterioridad a la promesa de compraventa realizada entre el señor José Fernando Alzate González y la señora Alfaima Restrepo Herrera cuando suscribieron el “otro si” el 6 de octubre de 2010, lo que se desprende del certificado de tradición de la matrícula inmobiliaria No.290-174055 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, ya que en la anotación No.005 del 27 de octubre de 2010 se encuentra registrada la escritura No.2658 del 30-09-2010 de la Notaría Segunda correspondiente a la compraventa del bien descrito como “TORRE 1 TERCER PISO APTO 304”, donde aparece como titular del derecho real de dominio de dicho predio el señor Jairo Valencia Rendón (Fls. 11 y 12).   Por lo tanto, se concluye que la obtención de la propiedad de ese inmueble no fue fraudulenta o espuria, máxime que dicha negociación fue la que le dio origen a un proceso que culminó con la sentencia del Juzgado 3º Civil del Circuito de esta ciudad en la que se ordenó la entrega de la vivienda descrita a su propietario, señor Jairo Valencia Rendón.   En tal virtud, este Tribunal no puede entrar a valorar la actuación cumplida dentro del proceso llevado a cabo en el Juzgado 3º Civil del Circuito de Pereira, del cual no fue parte la señora Restrepo Herrera, fuera de que el apoderado de la actora no hizo referencia a ninguna actuación irregular dentro de ese proceso que hubiera afectado los derechos de su mandante.

5.6.7.  Por lo tanto, en este caso en concreto, aun cuando no se pudo contar con el expediente de la Fiscalía 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio de esta ciudad, del examen a los registros de las audiencias preliminares y de las pruebas allegadas a la foliatura, se puede concluir que no quedó probada alguna de las causales de procedencia especiales o materiales del amparo tutelar contra las sentencias judiciales y que tienen que ver con el defecto orgánico, defecto procedimental absoluto, defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o violación directa de la Constitución. Al respecto, la Corte Constitucional ha referido lo siguiente:
“Es importante advertir que, actualmente la configuración de una vía de hecho no sólo deviene del desconocimiento grosero y protuberante del orden jurídico por parte de las autoridades en sus providencias, sino que también puede estructurarse cuando el juez desconoce el precedente judicial o, si en desarrollo de su labor interpretativa le resta efectividad a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la sentencia T-774 del 2004 refirió acerca de la evolución jurisprudencial sobre el concepto de las vías de hecho, ahora denominadas “causales genéricas de procedibilidad contra providencias judiciales”, dijo lo siguiente:

“…el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución”[2]
 
5.6.8. Así mismo, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)
Por lo acabado de subrayar, acceder a lo pretendido en la demanda de tutela, sería desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia profieren los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomó la jueza accionada.  
5.6.9.  Ahora bien, es importante precisar que el proceso en cuyo desarrollo advierte el apoderado judicial generó la vulneración de los derechos fundamentales de su mandante se encuentra en trámite, lo que demuestra la improcedencia del amparo demandado, dado que no es dable al juez de tutela inmiscuirse en el curso ordinario de los procesos, en cuanto ello compete a los jueces naturales.  Sobre el particular la Corte Constitucional en la sentencia T-113 de 2013 consignó lo siguiente:  “En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido
; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso
. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”  (Subrayas propias)
Por lo tanto, las pretensiones ahora invocadas deben ser planteadas al interior de la investigación que lleva la Fiscalía 7ª Seccional de esta ciudad por los delitos de estafa y abuso de confianza, donde aparece como denunciante la señora Restrepo Herrera e indiciado el señor José Fernando Alzate González, lo que indica que la actora cuenta con la posibilidad de reclamar dentro de esa actuación el respeto de sus garantías constitucionales, sin que sea admisible, a no ser que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, para que en este caso la acción de tutela proceda de manera transitoria.  Además, no existe prueba alguna de la concurrencia de los presupuestos establecidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional para la configuración de un daño irreparable como son la inminencia, la urgencia, la gravedad y la impostergabilidad de la acción
.

Por las razones anteriores, se declara improcedente la presente acción de tutela.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por el abogado de la señora Alfaima Restrepo Herrera en contra del Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira y de las autoridades vinculadas.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-600 de 2002. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Ver, por ejemplo, la sentencia T-046 de 1995, reiterada en las sentencias T-722 de 2014 y T-572 de 2015, entre otras. La Corte analizó en esta decisión el caso de una empresa industrial y comercial del Estado, cuyos empleados son trabajadores oficiales, y a pesar de no estar obligada a hacerlo, realiza un concurso de méritos para proveer un cargo. El actor obtiene el primer lugar entre los participantes y es nombrado provisionalmente en el cargo, mediante contratos temporales. Posteriormente, se le informó que no había partida presupuestal para su nombramiento y, finalmente, en su lugar se nombró a otra persona que no había participado en el concurso. La Sala encontró que las acciones contencioso administrativas no eran idóneas para proteger los derechos del actor y procedió a tutelar sus derechos por considerar que la administración había desconocido el principio de buena fe, al iniciar un procedimiento de concurso y posteriormente, no haber proveído el cargo de conformidad con sus resultados.   


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997, SU-133 de 1998 y T-247 de 2015, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-225 de 1993, reiterada en la sentencias T-082 de 2016 y T-095 de 2016, entre otras: según esta sentencia el perjuicio irremediable se caracteriza i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.


� Corte Constitucional Sentencia T-332 de 2006  


� Sentencia T-086 de 2007.


� En la sentencia T-211 de 2009, la Sala precisó: “(…) el amparo constitucional no se ha constituido como una instancia adicional para decidir conflictos de rango legal, ni para que los ciudadanos puedan subsanar  las omisiones o los errores cometidos al interior de un proceso. En otras palabras, la Corte ha sostenido que la acción de tutela no es un medio alternativo, ni complementario, ni puede ser estimado como último recurso de litigio.”


� Ver entre otras, Sentencia T-081 de 2013, T-956 de 2013 y T-150 de 2016
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